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b) Ahora bien, las reglas que se contienen en estos preceptos son
de una marcada complejidad, lo que significa que no todos los Convenios
de ámbito superior a la empresa e inferior al de los contemplados en
el artículo 83.2 quedan fuera del alcance de este último artículo, puesto
que para que tal exclusión se produzca es necesario además que el Convenio
cumpla los requisitos que determina el comentado párrafo segundo del
artículo 84, y también que la regulación contenida en el mismo no se
refiera a ninguna de las materias que se reseñan en el párrafo tercero
de dicho artículo 84.

c) Ello supone que las reglas sobre estructura de la negociación colec-
tiva y las que tienen por objeto la solución de los conflictos de concurrencia
entre Convenios de distinto ámbito, establecidas en los acuerdos inter-
profesionales o Convenios Colectivos a que alude el artículo 83.2, tienen
plena fuerza vinculante en relación con los siguientes Convenios Colectivos
comprendidos dentro del ámbito de aquéllos:

Los Convenios de empresa o de ámbito inferior a la empresa.
Los Convenios de ámbito superior a la empresa que no reúnan los

requisitos que exige el párrafo segundo del artículo 84.
Los Convenios de ámbito superior a la empresa, aunque cumplan las

exigencias de dicho párrafo segundo del artículo 84, en cuanto traten de
la regulación de las materias a que se refiere el párrafo tercero de tal
precepto.

d) En consecuencia, y por el contrario, las reglas sobre estructura
de la negociación colectiva y las de solución de conflictos de concurrencia
entre Convenios estatuidas en los acuerdos interprofesionales o en los
Convenios Colectivos a que se refiere el artículo 83.2 carecen de virtualidad
y fuerza de obligar en lo que concierne a aquellos otros Convenios Colec-
tivos que, encontrándose en el radio de acción de los anteriores, son de
ámbito superior a la empresa y cumplen los demás requisitos que impone
el párrafo segundo del artículo 84, siempre que sus normas no traten
sobre las materias mencionadas en el párrafo tercero de este precepto.

e) Debe insistirse en que el precepto que contiene el párrafo segundo
del artículo 84 es de derecho necesario, lo que significa que no puede
reconocerse virtualidad ni eficacia a aquellos pactos o contratos que lo
contradigan.

Quinto.—Dando, pues, solución a las cuestiones que suscitan los recur-
sos de casación interpuestos por los demandados, a la luz de la doctrina
y criterios expuestos en el fundamento de Derecho anterior, se llega a
las conclusiones siguientes:

A) La sentencia recurrida ha declarado la nulidad total, sin mati-
zaciones ni distingos, de los artículos 5, 8 y 10 del Convenio Colectivo
Estatal de la Madera, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 20
de mayo de 1996. Pero tal decisión olvida que, conforme a lo que se ordena
en el número 2 del artículo 83 y en los párrafos segundo y tercero del
artículo 84, aquellos preceptos convencionales tienen validez en cuanto
afectan a determinados Convenios Colectivos [los que se especifican en
el párrafo c) del número 3 del razonamiento jurídico cuarto de la presente
sentencia], a los que no alcanza la disposición contenida en el párrafo
segundo del artículo 84.

B) En consecuencia, la referida declaración de nulidad total de esos
preceptos convencionales infringe lo dispuesto en el tan repetido artícu-
lo 83.2, e implica una interpretación errónea del artículo 84, párrafos
segundo y tercero, y por ello deben ser acogidos favorablemente los recur-
sos interpuestos por las entidades demandadas, lo que obliga a casar y
anular la sentencia de instancia.

C) Ahora bien, la estimación de tales recursos no significa que se
tengan que rechazar totalmente las pretensiones de la demanda. Como
se desprende de todo cuanto se expuso en los razonamientos precedentes,
las disposiciones que, con amparo en el artículo 83.2, establezcan «la estruc-
tura de la negociación colectiva» o «las reglas que han de resolver los
conflictos de concurrencia entre Convenios de distinto ámbito y los prin-
cipios de complementariedad de las distintas unidades de contratación»,
no tienen eficacia ni vigor alguno en lo que atañe a aquellos pactos colec-
tivos que se comprenden en el párrafo segundo del artículo 84 del Estatuto
[es decir, los que se mencionan en el apartado d) del número 3 del fun-
damento de Derecho cuarto de esta sentencia]. Por tanto, en el caso de
autos es obvio que los referidos artículos 5, 8 y 10 del Convenio Colectivo
Estatal de la Madera carecen de eficacia y no pueden ser aplicados en
relación con los Convenios Colectivos o acuerdos colectivos de ámbito
inferior al estatal pero superior al de empresa, siempre que estos Convenios
o acuerdos cumplan los requisitos que exige dicho párrafo segundo del
artículo 84 y en cuanto no traten de la regulación de las materias que
detalla el párrafo tercero de ese mismo artículo. Procede, pues, declararlo

así en el fallo de la presente sentencia, lo que supone la estimación parcial
de la demanda origen del presente proceso.

D) Se recuerda y resalta que mantener la plena validez y eficacia
de los citados artículos 5, 8 y 10 del Convenio impugnado, en cuanto
a los Convenios Colectivos o acuerdos colectivos de ámbito inferior al
estatal pero superior al de empresa, constituye una infracción clara y
evidente del artículo 84, párrafo segundo, del Estatuto de los Trabajadores.

A este respecto, debe tenerse en cuenta que el artículo 5 del Convenio
dispone la prohibición de negociar en ámbitos inferiores en relación con
determinadas materias (las expresiones que emplea son «no podrán ser
objeto de negociación»), lo que supone una manifiesta vulneración del
párrafo segundo del artículo 84 desde el momento en que distintas materias
a las que alcanza aquella prohibición no están comprendidas en el párrafo
tercero de este artículo 84. Y también conculcan el tan repetido párrafo
segundo de este precepto los artículos 8 y 10 del comentado Convenio,
en cuanto pudieran afectar a los Convenios Colectivos recogidos en aquél,
dado que estas normas convencionales estatuyen unas reglas de concurren-
cia de Convenios distintas y opuestas a las que prescribe dicho artícu-
lo 84, párrafo segundo.

Por lo expuesto, en nombre de Su Majestad el Rey y por la autoridad
conferida por el pueblo español,

FALLAMOS

Desestimamos el recurso de casación entablado por la parte actora
contra la sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional de
23 de octubre de 1996.

Estimamos en cambio los recursos de casación interpuestos por los
demandados CONEMAC, FECOMA-CC. OO. y FEMCA-UGT contra la citada
sentencia de la Audiencia Nacional de 23 de octubre de 1996, y por ello
casamos y anulamos dicha sentencia. Y estimando en parte la demanda
origen de este proceso, declaramos que los artículos 5, 8 y 10 del Convenio
Colectivo Estatal de la Madera, publicado en el «Boletín Oficial del Estado»
de 20 de mayo de 1996, carecen de vigor, virtualidad y eficacia en relación
con aquellos Convenios Colectivos o acuerdos colectivos que, refiriéndose
también al sector de la madera, sean de ámbito inferior al estatal pero
superior al de empresa, siempre que estos Convenios o acuerdos cumplan
los requisitos que impone el párrafo segundo del artículo 84 del Estatuto
de los Trabajadores y en cuanto no traten de la regulación de las materias
que detalla el párrafo tercero del mismo artículo. Se desestiman todas
las demás pretensiones de la referida demanda y, por ello, se mantiene
la plena operatividad y vigencia de las restantes disposiciones del Convenio
Colectivo impugnado. Sin costas.

Devuélvanse las actuaciones a la Sala de lo Social de la Audiencia
Nacional, con la certificación y comunicación de esta Resolución.

Así, por esta nuestra sentencia, que se insertará en la Colección Legis-
lativa, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

1233 RESOLUCIÓN de 7 de diciembre de 1998, de la Secretaría
de Estado para la Administración Pública, por la que se
dispone la publicación de los Convenios entre la Admi-
nistración General del Estado y los Ayuntamientos de
Albox, Alcalá de los Gazules y Laredo, en aplicación del
artículo 38.4, b) de la Ley 30/1992.

El Ministro de Administraciones Públicas y los correspondientes Alcal-
des han formalizado sendos Convenios entre los Ayuntamientos de Albox
(Almería), Alcalá de los Gazules (Cádiz) y Laredo (Cantabria) y la Admi-
nistración General del Estado para posibilitar que los ciudadanos presenten
en los Registros de las Entidades Locales solicitudes, escritos y comu-
nicaciones dirigidas a órganos y entidades de la Administración estatal.
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En cumplimiento de lo dispuesto en la cláusula sexta de los mencio-
nados Convenios, y para garantizar su publicidad, esta Secretaría de Estado
dispone su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 7 de diciembre de 1998.—El Secretario de Estado, Francisco
Villar García-Moreno.

CONVENIO ENTRE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
Y EL AYUNTAMIENTO DE ALBOX, EN APLICACIÓN DEL ARTÍCULO
38.4, b), DE LA LEY 30/1992, DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMI-
NISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRA-

TIVO COMÚN

En Madrid, a siete de septiembre de mil novecientos noventa y ocho

REUNIDOS

Don Mariano Rajoy Brey, Ministro de Administraciones Públicas, en
representación de la Administración General del Estado, y don Francisco
Granero Granados, Alcalde del Ayuntamiento de Albox (Almería), en repre-
sentación de dicho Ayuntamiento actúan en el ejercicio de las competencias
que respectivamente tienen atribuidas, por una parte, por el Real Decreto
1892/1996, de 2 de agosto, de estructura orgánica básica del Ministerio
de Administraciones Públicas («Boletín Oficial del Estado» número 189,
del 6) y por el Acuerdo del Consejo de Ministros de 23 de febrero de
1996 para la formalización con las Entidades que integran la Adminis-
tración Local de los convenios previstos en el artículo 38.4, b) de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común; y por la otra parte, por la Ley 7/1985, reguladora
de las Bases del Régimen Local («Boletín Oficial del Estado» número 80,
de 3 de abril) y por el texto refundido de las disposiciones legales vigentes
en materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legislativo
781/1986, de 18 de abril («Boletín Oficial del Estado» números 96 y 97,
de 22 y 23 de abril de 1985).

Las partes se reconocen mutuamente en la calidad con la que cada
uno interviene, así como la capacidad legal suficiente para el otorgamiento
de este Convenio, y al efecto

EXPONEN

El artículo 38.4, b), de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común («Boletín Oficial del Estado» número 285, del 27) establece
que las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a los órganos de
las Administraciones Públicas podrán presentarse en los registros de cual-
quier órgano administrativo que pertenezca a la Administración General
del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autó-
nomas, o a la de alguna de las entidades que integran la Administración
Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno Convenio.

La mencionada regulación supone un evidente avance en la línea de
facilitar las relaciones de los ciudadanos con la pluralidad de Adminis-
traciones Públicas que coexisten en nuestro país y un importante ins-
trumento de la necesaria cooperación entre aquéllas.

El Convenio que hoy se suscribe lleva a efecto la voluntad de las Admi-
nistraciones intervinientes de posibilitar el que los ciudadanos puedan
presentar los documentos que dirigen a cualquier órgano o entidad de
la Administración General del Estado en los Registros del Ayuntamiento
de Albox.

En consecuencia, las Administraciones intervinientes proceden a la
formalización del presente Convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera.—El objeto del Convenio es permitir a los ciudadanos que pre-
senten en los Registros del Ayuntamiento de Albox solicitudes, escritos
y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado y a
las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia
vinculadas o dependientes de aquélla.

Segunda.—La fecha de entrada en los Registros del Ayuntamiento de
Albox de las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Admi-
nistración General del Estado y a las Entidades de Derecho Público
vinculadas o dependientes de aquélla será válida a los efectos de cum-
plimiento de plazos por los interesados, siendo de aplicación lo dispuesto
en el artículo 48 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Admi-

nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y espe-
cialmente en el segundo párrafo de su apartado cuarto.

Tercera.—El Ayuntamiento de Albox se compromete a:

a) Admitir en sus Registros cualesquiera solicitudes, escritos o comu-
nicaciones dirigidos a los órganos de la Administración General del Estado
o a las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla,
con independencia de su localización territorial.

b) Dejar constancia en sus Registros de la entrada de las solicitudes,
escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado,
con indicación en sus asientos de su número, epígrafe expresivo de su
naturaleza, fecha de entrada, la fecha y hora de su presentación, interesado
u órgano administrativo remitente, persona u órgano administrativo al
que se dirige así como una referencia al contenido del escrito o comu-
nicación que se registra.

c) Remitir inmediatamente los documentos, una vez registrados, y
en todo caso dentro de los tres días siguientes a su recepción, directamente
a los órganos o entidades destinatarios de los mismos. Dicha remisión
se efectuará por los medios más apropiados para que su recepción se
produzca con la mayor brevedad posible, con especial utilización de medios
informáticos, electrónicos y telemáticos en los supuestos en que sea posible
y se cumplan los requisitos y garantías exigidos por la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Cuarta.—La Administración General del Estado se compromete a:

a) Proporcionar al Ayuntamiento de Albox, a través del Ministerio
de Administraciones Públicas, información sobre los órganos y Entidades
que integran o están vinculados o dependientes de la Administración Gene-
ral del Estado, así como a actualizarla periódicamente.

b) Facilitar al Ayuntamiento de Albox, a través del Ministerio de Admi-
nistraciones Públicas, instrumentos de información al ciudadano sobre
las funciones y actividades de la Administración General del Estado y
las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla.

c) Prestar asistencia técnica y colaboración sobre organización e infor-
matización de los Registros.

Quinta.—Las Administraciones intervinientes se comprometen a comu-
nicarse mutuamente cualquier medida de informatización de los Registros
que pueda afectar a la compatibilidad de los sistemas de intercomunicación,
y a negociar y formalizar en su momento el correspondiente convenio
de colaboración que garantice la compatibilidad informática y la coor-
dinación de sus respectivos Registros.

Sexta.—El plazo de vigencia del presente Convenio es de cuatro años
contados desde el día de su publicación en el «Boletín Oficial de la Provincia
de Almería», plazo que será automáticamente prorrogado por otros cuatro
años salvo denuncia expresa de alguna de las Administraciones intervi-
nientes realizada con una antelación mínima de tres meses a la fecha
de extinción.

También podrá extinguirse la vigencia del Convenio por el mutuo acuer-
do de las Administraciones intervinientes, así como por decisión unilateral
de alguna de ellas cuando se produzca por la otra un incumplimiento
grave acreditado de las obligaciones asumidas.

Tanto la formalización del Convenio como cualquiera de los supuestos
de su extinción serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do», en el «Boletín Oficial de la Provincia de Almería», y en el tablón de
anuncios del Ayuntamiento de Albox.

Séptima.—Las dudas y controversias que puedan surgir en la inter-
pretación y aplicación de este Convenio serán resueltas con carácter eje-
cutivo por el Ministro de Administraciones Públicas.

En todo caso, dichas resoluciones serán recurribles ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo.

El Ministro de Administraciones Públicas, Mariano Rajoy Brey.—El
Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Albox, Francisco Granero Gra-
nados.

CONVENIO ENTRE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
Y EL AYUNTAMIENTO DE ALCALÁ DE LOS GAZULES, EN APLICA-
CIÓN DEL ARTÍCULO 38.4, b), DE LA LEY 30/1992, DE RÉGIMEN
JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCE-

DIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN

En Madrid, a siete de septiembre de mil novecientos noventa y ocho.

REUNIDOS

Don Mariano Rajoy Brey, Ministro de Administraciones Públicas, en
representación de la Administración General del Estado, y don Luis Romero
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Acedo, Alcalde del Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules (Cádiz), en
representación de dicho Ayuntamiento, actúan en el ejercicio de las com-
petencias que respectivamente tienen atribuidas, por una parte, por el
Real Decreto 1892/1996, de 2 de agosto, de estructura orgánica básica
del Ministerio de Administraciones Públicas («Boletín Oficial del Estado»
número 189, del 6), y por el Acuerdo del Consejo de Ministros de 23
de febrero de 1996 para la formalización con las Entidades que integran
la Administración Local de los convenios previstos en el artículo 38.4, b)
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común; y por la otra parte, por la Ley
7/1985, reguladora de las Bases del Régimen Local («Boletín Oficial del
Estado» número 80, de 3 de abril) y por el texto refundido de las dis-
posiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, aprobado por
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril («Boletín Oficial del Esta-
do» números 96 y 97, de 22 y 23 de abril de 1985).

Las partes se reconocen mutuamente en la calidad con la que cada
uno interviene, así como la capacidad legal suficiente para el otorgamiento
de este Convenio, y al efecto

EXPONEN

El artículo 38.4, b) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común («Boletín Oficial del Estado» número 285, del 27) establece
que las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a los órganos de
las Administraciones Públicas podrán presentarse en los registros de cual-
quier órgano administrativo que pertenezca a la Administración General
del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autó-
nomas, o a la de alguna de las entidades que integran la Administración
Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno Convenio.

La mencionada regulación supone un evidente avance en la línea de
facilitar las relaciones de los ciudadanos con la pluralidad de Adminis-
traciones Públicas que coexisten en nuestro país y un importante ins-
trumento de la necesaria cooperación entre aquéllas.

El Convenio que hoy se suscribe lleva a efecto la voluntad de las Admi-
nistraciones intervinientes de posibilitar el que los ciudadanos puedan
presentar los documentos que dirigen a cualquier órgano o entidad de
la Administración General del Estado en los Registros del Ayuntamiento
de Alcalá de los Gazules.

En consecuencia, las Administraciones intervinientes proceden a la
formalización del presente Convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera.—El objeto del Convenio es permitir a los ciudadanos que pre-
senten en los Registros del Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules soli-
citudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General
del Estado y a las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica
propia vinculadas o dependientes de aquélla.

Segunda.—La fecha de entrada en los Registros del Ayuntamiento de
Alcalá de los Gazules de las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos
a la Administración General del Estado y a las Entidades de Derecho
Público vinculadas o dependientes de aquélla será válida a los efectos
de cumplimiento de plazos por los interesados, siendo de aplicación lo
dispuesto en el artículo 48 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
y especialmente en el segundo párrafo de su apartado cuarto.

Tercera.—El Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules se compromete a:

a) Admitir en sus Registros cualesquiera solicitudes, escritos o comu-
nicaciones dirigidos a los órganos de la Administración General del Estado
o a las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla,
con independencia de su localización territorial.

b) Dejar constancia en sus Registros de la entrada de las solicitudes,
escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado,
con indicación en sus asientos de su número, epígrafe expresivo de su
naturaleza, fecha de entrada, la fecha y hora de su presentación, interesado
u órgano administrativo remitente, persona u órgano administrativo al
que se dirige así como una referencia al contenido del escrito o comu-
nicación que se registra.

c) Remitir inmediatamente los documentos, una vez registrados, y
en todo caso dentro de los tres días siguientes a su recepción, directamente

a los órganos o entidades destinatarios de los mismos. Dicha remisión
se efectuará por los medios más apropiados para que su recepción se
produzca con la mayor brevedad posible, con especial utilización de medios
informáticos, electrónicos y telemáticos en los supuestos en que sea posible
y se cumplan los requisitos y garantías exigidos por la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Cuarta.—La Administración General del Estado se compromete a:

a) Proporcionar al Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules, a través
del Ministerio de Administraciones Públicas, información sobre los órganos
y Entidades que integran o están vinculados o dependientes de la Admi-
nistración General del Estado, así como a actualizarla periódicamente.

b) Facilitar al Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules, a través del
Ministerio de Administraciones Públicas, instrumentos de información al
ciudadano sobre las funciones y actividades de la Administración General
del Estado y las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes
de aquélla.

c) Prestar asistencia técnica y colaboración sobre organización e infor-
matización de los Registros.

Quinta.—Las Administraciones intervinientes se comprometen a comu-
nicarse mutuamente cualquier medida de informatización de los Registros
que pueda afectar a la compatibilidad de los sistemas de intercomunicación,
y a negociar y formalizar en su momento el correspondiente convenio
de colaboración que garantice la compatibilidad informática y la coor-
dinación de sus respectivos Registros.

Sexta.—El plazo de vigencia del presente Convenio es de cuatro años
contados desde el día de su publicación en el «Boletín Oficial de la Provincia
de Cádiz», plazo que será automáticamente prorrogado por otros cuatro
años salvo denuncia expresa de alguna de las Administraciones intervi-
nientes realizada con una antelación mínima de tres meses a la fecha
de extinción.

También podrá extinguirse la vigencia del Convenio por el mutuo acuer-
do de las Administraciones intervinientes, así como por decisión unilateral
de alguna de ellas cuando se produzca por la otra un incumplimiento
grave acreditado de las obligaciones asumidas.

Tanto la formalización del Convenio como cualquiera de los supuestos
de su extinción serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do», en el «Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz» y en el tablón de
anuncios del Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules.

Séptima.—Las dudas y controversias que puedan surgir en la inter-
pretación y aplicación de este Convenio serán resueltas con carácter eje-
cutivo por el Ministro de Administraciones Públicas.

En todo caso, dichas resoluciones serán recurribles ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo.

El Ministro de Administraciones Públicas, Mariano Rajoy Brey.—El
Alcalde del Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules, Luis Romero Acedo.

CONVENIO ENTRE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
Y EL AYUNTAMIENTO DE LAREDO, EN APLICACIÓN DEL ARTÍCULO
38.4, b) DE LA LEY 30/1992, DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMI-
NISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRA-

TIVO COMÚN

En Madrid, a seis de noviembre de mil novecientos noventa y ocho.

REUNIDOS

Don Mariano Rajoy Brey, Ministro de Administraciones Públicas, en
representación de la Administración General del Estado, y don Fernando
Portero Alonso, Alcalde del Ayuntamiento de Laredo (Cantabria), en repre-
sentación de dicho Ayuntamiento actúan en el ejercicio de las competencias
que respectivamente tienen atribuidas, por una parte, por el Real Decreto
1892/1996, de 2 de agosto, de estructura orgánica básica del Ministerio
de Administraciones Públicas («Boletín Oficial del Estado» número 189,
del 6) y por el Acuerdo del Consejo de Ministros de 23 de febrero de
1996 para la formalización con las Entidades que integran la Adminis-
tración Local de los convenios previstos en el artículo 38.4, b) de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común; y por la otra parte, por la Ley 7/1985, reguladora
de las Bases del Régimen Local («Boletín Oficial del Estado» número 80,
de 3 de abril) y por el texto refundido de las disposiciones legales vigentes
en materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legislativo
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781/1986, de 18 de abril («Boletín Oficial del Estado» números 96 y 97,
de 22 y 23 de abril de 1985).

Las partes se reconocen mutuamente en la calidad con la que cada
uno interviene, así como la capacidad legal suficiente para el otorgamiento
de este Convenio, y al efecto

EXPONEN

El artículo 38.4, b) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común («Boletín Oficial del Estado» número 285, del 27) establece
que las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a los órganos de
las Administraciones Públicas podrán presentarse en los registros de cual-
quier órgano administrativo que pertenezca a la Administración General
del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autó-
nomas, o a la de alguna de las entidades que integran la Administración
Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno Convenio.

La mencionada regulación supone un evidente avance en la línea de
facilitar las relaciones de los ciudadanos con la pluralidad de Adminis-
traciones Públicas que coexisten en nuestro país y un importante ins-
trumento de la necesaria cooperación entre aquéllas.

El Convenio que hoy se suscribe lleva a efecto la voluntad de las Admi-
nistraciones intervinientes de posibilitar el que los ciudadanos puedan
presentar los documentos que dirigen a cualquier órgano o entidad de
la Administración General del Estado en los Registros del Ayuntamiento
de Laredo.

En consecuencia, las Administraciones intervinientes proceden a la
formalización del presente Convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera.—El objeto del Convenio es permitir a los ciudadanos que pre-
senten en los Registros del Ayuntamiento de Laredo solicitudes, escritos
y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado y a
las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia
vinculadas o dependientes de aquélla.

Segunda.—La fecha de entrada en los Registros del Ayuntamiento de
Laredo de las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Admi-
nistración General del Estado y a las Entidades de Derecho Público
vinculadas o dependientes de aquélla será válida a los efectos de cum-
plimiento de plazos por los interesados, siendo de aplicación lo dispuesto
en el artículo 48 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y espe-
cialmente en el segundo párrafo de su apartado cuarto.

Tercera.—El Ayuntamiento de Laredo se compromete a:

a) Admitir en sus Registros cualesquiera solicitudes, escritos o comu-
nicaciones dirigidos a los órganos de la Administración General del Estado
o a las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla,
con independencia de su localización territorial.

b) Dejar constancia en sus Registros de la entrada de las solicitudes,
escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado,
con indicación en sus asientos de su número, epígrafe expresivo de su
naturaleza, fecha de entrada, la fecha y hora de su presentación, interesado
u órgano administrativo remitente, persona u órgano administrativo al
que se dirige así como una referencia al contenido del escrito o comu-
nicación que se registra.

c) Remitir inmediatamente los documentos, una vez registrados, y
en todo caso dentro de los tres días siguientes a su recepción, directamente
a los órganos o entidades destinatarios de los mismos. Dicha remisión
se efectuará por los medios más apropiados para que su recepción se
produzca con la mayor brevedad posible, con especial utilización de medios
informáticos, electrónicos y telemáticos en los supuestos en que sea posible
y se cumplan los requisitos y garantías exigidos por la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Cuarta.—La Administración General del Estado se compromete a:

a) Proporcionar al Ayuntamiento de Laredo, a través del Ministerio
de Administraciones Públicas, información sobre los órganos y Entidades
que integran o están vinculados o dependientes de la Administración Gene-
ral del Estado, así como a actualizarla periódicamente.

b) Facilitar al Ayuntamiento de Laredo, a través del Ministerio de
Administraciones Públicas, instrumentos de información al ciudadano
sobre las funciones y actividades de la Administración General del Estado
y las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla.

c) Prestar asistencia técnica y colaboración sobre organización e infor-
matización de los Registros.

Quinta.—Las Administraciones intervinientes se comprometen a comu-
nicarse mutuamente cualquier medida de informatización de los Registros
que pueda afectar a la compatibilidad de los sistemas de intercomunicación,
y a negociar y formalizar en su momento el correspondiente convenio
de colaboración que garantice la compatibilidad informática y la coor-
dinación de sus respectivos Registros.

Sexta.—El plazo de vigencia del presente Convenio es de cuatro años
contados desde el día de su publicación en el «Boletín Oficial de la Provincia
de Cantabria», plazo que será automáticamente prorrogado por otros cuatro
años salvo denuncia expresa de alguna de las Administraciones intervi-
nientes realizada con una antelación mínima de tres meses a la fecha
de extinción.

También podrá extinguirse la vigencia del Convenio por el mutuo acuer-
do de las Administraciones intervinientes, así como por decisión unilateral
de alguna de ellas cuando se produzca por la otra un incumplimiento
grave acreditado de las obligaciones asumidas.

Tanto la formalización del Convenio como cualquiera de los supuestos
de su extinción serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do», en el «Boletín Oficial de la Provincia de Cantabria» y en el tablón
de anuncios del Ayuntamiento de Laredo.

Séptima.—Las dudas y controversias que puedan surgir en la inter-
pretación y aplicación de este Convenio serán resueltas con carácter eje-
cutivo por el Ministro de Administraciones Públicas.

En todo caso, dichas resoluciones serán recurribles ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo.

El Ministro de Administraciones Públicas, Mariano Rajoy Brey.—El
Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Laredo, Fernando Portero Alonso.

1234 RESOLUCIÓN de 25 de noviembre de 1998, de la Secretaría
de Estado para la Administración Pública, por la que se
ordena la publicación del Acuerdo de Actualización del
Convenio firmado por el Servicio Gallego de Salud con la
Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado,
el Instituto Social de las Fuerzas Armadas y la Mutualidad
General Judicial, para la prestación en zonas rurales de
determinados servicios sanitarios a los mutualistas y
demás beneficiarios adscritos a entidades de seguros de
asistencia sanitaria concertada con dichas mutualidades.

Con fecha 6 de octubre de 1998 se suscribió el Acuerdo de Actualización
del Convenio firmado el 14 de junio de 1993 por el Servicio Gallego de
Salud con la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, el
Instituto Social de las Fuerzas Armadas y la Mutualidad General Judicial
para la prestación en zonas rurales de determinados servicios sanitarios
a los mutualistas y demás beneficiarios adscritos a entidades de seguros
de asistencia sanitaria concertada con dichas mutualidades.

En aplicación del artículo 8.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, resuelvo publicar el citado Convenio, que figura
como anexo de esta Resolución.

Madrid, 25 de noviembre de 1998.—El Secretario de Estado, Francisco
Villar García-Moreno.

ANEXO

Acuerdo de Actualización del Convenio firmado el 14 de junio de 1993
por el Servicio Gallego de Salud con la Mutualidad General de Fun-
cionarios Civiles del Estado, el Instituto Social de las Fuerzas Armadas
y la Mutualidad General Judicial, para la prestación en zonas rurales
de determinados servicios sanitarios a los mutualistas y demás bene-
ficiarios adscritos a entidades de seguros de asistencia sanitaria con-

certada con dichas mutualidades

En Santiago de Compostela, a 6 de octubre de 1998.

Reunidas todas las partes firmantes del citado Convenio y al amparo
de lo previsto en sus cláusulas segunda, novena, décima y undécima,

ACUERDAN

Primero.—Actualizar con efectos de 1 de enero del año en curso los
anexos I, II y III del Convenio de referencia, anexos que a partir de dicha


